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Proceso  Ejecutivo por obligación de hacer  

Demandante Víctor Ríos Sarria  

Demandado Jaime Ochoa Carvajal y otros 

Radicado  No. 05001 31 03 003 2023 00376 01 

Instancia Segunda 

Origen Juzgado 3ª Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Interlocutorio No. 172 

 Decisión  Confirma 

Tema  Niega mandamiento ejecutivo 

Subtemas  Requisitos del título ejecutivo. Suscripción de 
documentos arts. 422 y 434 del C.G.P. Determinación 
de la obligación. Cumplimiento de obligaciones para 
enajenar el bien prometido.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín, catorce de diciembre de dos mil veintitrés 

 

I.   OBJETO 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el 

demandante contra el auto que negó la orden de apremio, 

proferido el 20 de octubre del presente año, por el 

JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ORALIDAD DE MEDELLÍN, en el proceso ejecutivo por 

obligación de hacer, instaurado por VÍCTOR RÍOS 

SARRIA, contra JAIME OCHOA CARVAJAL, ANA MILENA 

OCHA ARZAYUS, SANDRA MARIETTA OCHOA ARZAYUS 



2 
 

y la sociedad OCHOA ARZAYUS y CIA. S. EN C. S., - EN 

LIQUIDACIÓN. 

 

II. ANTECENDENTES 

 

Por auto del 20 de octubre de este año, el juzgado negó la 

orden de ejecución porque como título ejecutivo se aportó 

el contrato de transacción, celebrado entre las partes el 13 

de diciembre de 2022; como pretensión solicita librar 

mandamiento ejecutivo de obligación de hacer y ordene a 

los demandados que “firmen la Escritura Pública conforme 

al contrato de Transacción de fecha 13 de diciembre de 

2023 conservando los límites entregados topográficamente, 

por estar acreditado el incumplimiento el término 

establecido en el numeral tercero…”; el contrato no contiene 

una obligación clara, expresa y exigible, en cuanto a la 

obligación de suscribir el acto escriturario a cargo de los 

demandados, porque la cláusula tercera, que contiene la 

obligación, en ninguna parte establece que la escritura que 

se debe firmar debe conservar algún límite topográfico.  

 

Además, la obligación de “Suscribir la Escritura de Dación 

en Pago de acuerdo con el Contrato de Transacción”, aún no 

es exigible porque está supeditada a una condición, como 

consta en la cláusula tercera, que es determinante en 

indicar que la firma del acto escriturario “se llevará a cabo 

en la Notaría Treinta (30) del Circulo de Medellín, dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la expedición del Certificado 

de Libertad y Tradición del globo de terreno vendido por los 

DEUDORES al ACREEDOR, inscrito bajo la Matrícula 

Inmobiliaria No. 370-733221, con el correspondiente 

registro del levantamiento del embargo ordenado por el 

Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

…”; considera que es necesario que se aporte el certificado 
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de tradición y libertad donde conste el levantamiento de la 

medida, lo que no se observa, siendo imposible determinar 

que los demandados incumplieron su obligación. Es más, 

del certificado de libertad no se desprende que la cautela se 

inscribió, lo que significa que la condición a que se supeditó 

el nacimiento de la obligación, no se puede cumplir; 

extinguiéndose toda relación obligacional entre las partes y 

no constituye obligación clara, expresa y exigible. Sumando 

a lo anterior, no se aportó la minuta o el documento que 

debe ser suscrito por los ejecutados; además, del 

certificado de libertad no se extrae que quienes se obligaron 

a suscribir el acto escriturario, sean los propietarios del 

inmueble prometido.  

 

La parte actora interpuso el recurso de reposición y, en 

subsidio apelación, señalando que los demandados cedieron 

del lote de mayor extensión distinguido con matrícula 

inmobiliaria No. 370-733221, con un área total de 24.000 

M2, parte del mismo, esto es, 4.000 M2; predio al que se le 

debe asignar una nueva matrícula y al momento del registro 

se deben allegar los linderos y anexidades que fueron 

asignados previamente por la Oficina de Planeación del 

Municipio de Dagua, conforme con el POT, asignado y 

autorizado para la subdivisión; además, el predio de mayor 

extensión supera el valor que se le adeuda al demandante 

y, por ende, no se podría solicitar el registro total de los 

24.000 M2 porque se causaría una lesión enorme en el 

patrimonio de los demandados. 

 

Frente a la condición prevista en la obligación tercera, como 

la medida de embargo no fue inscrita en el inmueble objeto 

del proceso, sino en los demás bienes de propiedad de la 

sociedad demandada, el cual si era un requisito para acudir 

a la Notaría 30 del Circulo de Medellín; el demandante en el 
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término acordado tenía que adelantar las gestiones 

pertinentes para levantar las medidas cautelares decretadas 

en el proceso de ejecución, tal como se obligó. 

 

En cuanto a la exigencia de la minuta o documento que 

deben suscribir los ejecutados a raíz de la obligación 

deprecada; señala que el documento contentivo del 

Contrato de Transacción, suscrito por las partes, era el que 

se pretendía escriturar con los anexos allegados; considera 

importante aclarar que, conforme la cláusula segunda de la 

citada convención, las partes de común acuerdo dieron fin 

al proceso ejecutivo reseñado líneas atrás, a raíz de la 

entrega del lote de 4.000 M2 que se desprende del predio 

de mayor extensión que cuenta con un área total 24.000 M2 

y, distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 370-733221 

de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali; 

conforme las anotaciones 3 y 4 de dicho certificado, funge 

como propietario el señor Jaime Fernando Ochoa Arzayus 

(q. e. p. d.), socio accionista de la persona jurídica 

demandada y que los codemandados como herederos de 

aquél asumieron la deuda contraída, para firmar escritura 

de la cuota parte de la herencia y acciones del titular, como 

se observa en el encabezado del contrato de transacción. 

Por estas razones, solicita se reconsidere el auto atacado y, 

en su lugar, se libre la orden de apremio. 

 

Por auto del 16 de noviembre último, se resolvió en forma 

desfavorable el recurso de reposición y, en subsidio, se 

concedió el de apelación; frente a la exigibilidad de la 

obligación, reitera que conforme a la cláusula tercera del 

contrato de transacción, la condición allí plasmada no 

corresponde con la señalada en la demanda, donde se 

refiere al levantamiento de otras cautelas, sobre bienes que 

difieren del distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 
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370-733221 y, sobre este bien fue que se condicionó la 

obligación, esto es, el levantamiento de una medida, que 

como se indicó no fue cancelada, pues nunca fue inscrita; lo 

que torna fallida la condición y hace imposible el nacimiento 

de las obligaciones entre las partes; como lo establece el 

art. 1537 el C. Civil. 

 

Además, para que se abra paso la ejecución solicitada, de 

suscribir documentos, a más de cumplir los requisitos del 

art. 422 del C.G.P., se debe observar lo previsto en el canon 

434 Ibídem y, en este caso, no se aportó la minuta o el 

documento que deben suscribir los demandados, o en su 

defecto, el juez; ni se acreditó que los deudores son los 

propietarios del bien inmueble con matrícula No. 370-

733221, lo que impide que se libre mandamiento ejecutivo; 

amén, que no se puede suponer que la sociedad 

demandada es la propietaria del inmueble, dada la 

simulación declarada por el Tribunal Superior de Cali, según 

anotación No. 5 del folio de matrícula inmobiliaria; a lo que 

se suma que en el recurso se afirmó que: “de acuerdo a la 

prueba anexada del Certificado de tradición y Libertad de 

Matricula No. 370-733221 en su ANOTACIÓN TERCERA Y 

CUARTA la propiedad es del señor Q.E.P.D. JAIME 

FERNANDO OCHOA ARZAYUS, socio accionista de la 

sociedad OCHOA ARZAYUS obligada, los cuales asumieron 

deuda contraída como herederos del señor en mención, 

para firmar ESCRITURA de la cuota parte de la HERENCIA Y 

ACCIONES del titular”; de donde considera, que tal 

situación va en contravía del canon 434 del C.G.P., como se 

precisó líneas atrás.  

 

Finalmente. señala que no entiende, que si la transacción 

era para dar fin al proceso ejecutivo, no se presentó ante el 

Juez de conocimiento en los términos del art. 312 del Ib., 



6 
 

para que dispusiera sobre su aprobación y conservar 

competencia para hacer cumplir lo acordado (Art. 306-4).   

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Como se trata de una obligación para suscribir documentos, 

a más de cumplir con los requisitos previstos para los títulos 

ejecutivos en el art. 422 del C.G.P., esto es, que sea una 

obligación clara, expresa, exigible y proveniente del deudor 

o de sus causahabientes; igualmente, debe cumplir con los 

requisitos previstos en el art. 434 del C.G.P., que establece:  

 

“Cuando el hecho debido consiste en suscribir una escritura 

pública o cualquier otro documento, el mandamiento 

ejecutivo, además de los perjuicios moratorios que se 

demanden, comprenderá la prevención al demandado de 

que en caso de no suscribir la escritura o el documento en 

el término de tres (3) días, contados a partir de la 

notificación del mandamiento, el juez procederá a hacerlo 

en su nombre como dispone el artículo 436. A la demanda 

se deberá acompañar, además del título ejecutivo, la 

minuta o el documento que debe ser suscrito por el 

ejecutado o, en su defecto, por el juez. 

 

“Cuando la escritura pública o el documento que deba 

suscribirse implique la transferencia de bienes sujetos a 

registro o la constitución de derechos reales sobre ellos, 

para que pueda dictarse mandamiento ejecutivo será 

necesario que el bien objeto de la escritura se haya 

embargado como medida previa y que se presente 

certificado que acredite la propiedad en cabeza del 

ejecutante o del ejecutado, según el caso. El ejecutante 

podrá solicitar en la demanda que simultáneamente con el 



7 
 

mandamiento ejecutivo se decrete el secuestro del bien y, si 

fuere el caso, su entrega una vez registrada la escritura. 

 

“No será necesario el certificado de propiedad cuando se 

trate de actos referentes a terrenos baldíos ocupados con 

mejoras, semovientes u otros medios de explotación 

económica, o de la posesión material que se ejerza sobre 

inmuebles de propiedad privada sin título registrado a su 

favor. Pero en estos casos se acompañará certificado del 

registrador de instrumentos públicos acerca de la 

inexistencia del registro del título a favor del demandado. 

 

“Para que el juez pueda ordenar la suscripción de escritura 

o documento que verse sobre bienes muebles no sujetos a 

registro se requiere que estos hayan sido secuestrados 

como medida previa.” 

 

En este caso, como lo advirtió el Juzgado de conocimiento, 

la obligación demandada, consistente en una obligación de 

hacer, para la suscripción de una escritura pública, la que 

no es exigible, porque como lo exige la norma que viene de 

transcribirse, a más del documento contentivo de la 

obligación, también se tiene que allegar la minuta o el 

documento que el ejecutado debe suscribir o, en su defecto, 

el juez; el cual brilla por su ausencia; sin que el contrato de 

transacción sea esa minuta y se puede tener como tal, 

como lo indica la recurrente; pues son documentos 

diferentes; uno es el título ejecutivo y, otro bien diferente, 

la minuta que por mandato se exige y que cumplen 

distintas finalidades. Por mandato del art. 1857 del C. Civil, 

la venta y la división de bienes raíces no se reputa perfecta 

ante la ley, mientras no se ha otorgado escritura pública, lo 

que necesariamente implica, que todo acto de disposición 

que recae sobre un bien inmueble para que se repute 
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perfecto, necesariamente se tiene que realizar mediante 

escritura pública. 

 

A lo que se suma, que como se acordó en el escrito de 

transacción, el bien descrito como de mayor extensión, 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 370-733221 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali, con 

un área total de 24.000 M2, se tiene que dividir 

materialmente, para de allí transferir al demandante a título 

de dación en pago, un lote de terreno de 4.000 M2, que se 

alinderó en dicho acto; siendo del caso precisar; que no se 

cumplió con esta obligación, pues no se trajo como anexo 

de la demanda la prueba en tal sentido, como el certificado 

de libertad donde así conste; todo lo cual, conlleva a que el 

bien objeto de dación en pago, no se encuentra 

determinado, lo que imposibilita el otorgamiento del acto 

escriturario pretendido. 

 

Bajo estas circunstancias, tampoco es posible el embargo 

del bien prometido como medida previa y, de contera, no se 

puede librar el mandamiento ejecutivo solicitado; amén 

que, el certificado de libertad aportado no da cuenta que el 

bien objeto de transacción esté radicado en cabeza de los 

demandados; pues como lo advirtió el Juzgador de primer 

grado, como titular del derecho real de dominio figura el 

señor JAIME FERNANDO OCHOA ARZAYUS, quien no funge 

como demandado; lo que se corrobora con los recursos 

interpuestos, al indicar que “de acuerdo a la prueba 

anexada del Certificado de tradición y Libertad de Matricula 

No. 370-733221 en su ANOTACIÓN TERCERA Y CUARTA la 

propiedad es del señor Q.E.P.D. JAIME FERNANDO OCHOA 

ARZAYUS, socio accionista de la sociedad OCHOA ARZAYUS 

obligada, los cuales asumieron deuda contraída como 
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herederos del señor en mención, para firmar ESCRITURA de 

la cuota parte de la HERENCIA Y ACCIONES del titular”  

 

De donde se sigue, que no se cumplió con lo previsto en el 

inciso 2º del art. 434, que viene de transcribirse, para que 

se cumpla con la prestación acordada.     

 

Consecuente con lo anterior, se confirmará la decisión 

recurrida. 

 

IV. RESOLUCION 

 

A mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE 

MEDELLÍN, EN SALA DE DECISIÓN CIVIL,  

 

RESUELVE: 

 

1. Por lo dicho en la parte considerativa, CONFIRMAR el 

auto de fecha y procedencia indicada. 

 

2. No hay lugar a condena en costas porque no se causaron. 

 

3. Devuélvase el expediente a su lugar de origen, para que 

se surta el trámite correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARIN 

Magistrado  


